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prólogo

Subsidiariedad: ¿lastre o brújula?

Pablo Ortúzar Madrid1

La subsidiariedad del Estado en la discusión política chilena

Una de las particularidades de la discusión política chilena es el protagonismo que tiene en ella el concepto de subsidiariedad del Estado. Dicha noción fue introducida en el contexto del debate de la comisión que redactó la Constitución de 1980, que incluyó, en su primera etapa, a juristas de derecha liberal y conservadora, como también a democratacristianos. La idea de subsidiariedad permitió construir puentes entre estos mundos y conciliar la concepción católica del Estado con la liberal. Por lo mismo, jugó un papel arquitectónico en la Constitución, a pesar de no estar expresamente contenida en su texto. Esto fue reconocido de modo explícito por Enrique Ortúzar, presidente de la comisión constitucional, al contar entre los “fundamentos y principios del nuevo régimen institucional […] el respeto a los cuerpos intermedios entre el hombre y el Estado, expresión del principio de subsidiariedad y que representa la clave de la vigencia de una sociedad auténticamente libre”2.

Con el tiempo, en la medida en que las reformas capitalistas de mercado fueron avanzando en Chile, el concepto fue ganando relevancia para legitimarlas precisamente frente a los sectores cristianos. La tesis central de este esfuerzo de legitimación era que la prioridad de la persona humana respecto del Estado era compatible y coherente con la idea liberal de un Estado guardián, que carga con los roles mínimos de sostenimiento del estado de derecho (cumplimiento de los contratos) y custodia la correcta operación de los mercados3. La intervención social estatal quedaba limitada, así, a la habilitación de las personas para poder participar de la vida económica. 

Jaime Guzmán cumplió un rol central en hacer avanzar esta idea, apoyado, principalmente, en la obra teológica de Michael Novak. Dicha obra fue ampliamente difundida por el propio Guzmán (que regalaba copias de la edición argentina de El espíritu del capitalismo democrático4 a quien las pidiera), así como por el Centro de Estudios Públicos (CEP), que difundió varios artículos de Novak y luego, en 1995, publicó La ética católica y el espíritu del capitalismo5, presentada por su autor en Santiago6. 

La combinación entre el impulso estatal al desarrollo mercantil y el combate a la pobreza fue tremendamente exitosa. El PIB per cápita chileno pasó de setecientos veinte dólares en 1975, a cerca de catorce mil dólares en 2015. La pobreza, en tanto, se redujo desde cerca de un 70% a mediados de los años ochenta a menos de un 10% en 2017. La desnutrición infantil, que en 1980 era de un 11,5%, disminuyó hasta ser erradicada completamente en 2005. La esperanza de vida promedio aumentó de los sesenta y cinco años en 1975, a los ochenta años en 2018. Así, el diseño institucional operó como una escalera mecánica para miles de familias, que a lo largo de tres décadas vieron mejorar sostenidamente sus condiciones de vida. 

El triunfo económico y social capitalista fue acompañado de un importante triunfo ideológico. Una forma de seguir este proceso es a través de las publicaciones del ya mencionado CEP, que transitan desde un fuerte énfasis ochentero de legitimación moral del capitalismo7 hasta un perfil tecnocrático en los tardíos noventa, cuando dicha legitimación ya no parecía necesaria. Para ese momento, de hecho, la noción de Estado subsidiario era considerada sinónimo de Estado guardián liberal tanto por sus promotores como por sus detractores. Las ideas cristianas con respecto al Estado, reducidas simplemente al combate de la pobreza, fueron dejadas de lado una vez que dicha pobreza disminuyó radicalmente. 

Pero al éxito siguió la crisis: en la medida en que amplias masas de chilenos dejaron la pobreza, llegando a encontrarse la mitad de la sociedad fuera de ella, nuevos problemas comenzaron a emerger. La precaria clase media resultaba demasiado rica para los servicios y soportes ofrecidos por el Estado y, a la vez, demasiado pobre para la oferta de servicios del mercado. La mitad de la población chilena se vio en una tierra de nadie institucional, sin poder acceder a ninguno de los mecanismos estabilizadores de la vida disponibles para pobres y ricos. Y esa distancia se cubría con deuda, la cual no dejaba de crecer sobre los hogares chilenos (solo entre 2010 y 2019 el porcentaje de endeudamiento de los hogares chilenos en relación a su ingreso disponible aumentó del 59,1% al 74,9%). La crisis se anunció primero en el ámbito de la educación, principal mecanismo de movilidad social (y una gran fuente de endeudamiento) de las clases medias. A la “revolución pingüina” de 2006 le siguieron las masivas protestas estudiantiles de 2011 y, por último, el estallido social de 2019, fuertemente impulsado por una crisis demográfica y previsional (jubilación masiva de trabajadores con ahorros precarios, que pasaban a ser sostenidos por hogares ya sobreendeudados). 

La Iglesia católica, antes de desaparecer casi por completo de la esfera pública producto de los escándalos de pedofilia, fue uno de los primeros actores sociales en poner el problema de la desigualdad extrema sobre la mesa. En 2007, un año después de la “revolución pingüina”, el obispo Alejandro Goić propuso un “sueldo ético” de doscientos cincuenta mil pesos, pues sostenía que a las familias trabajadoras chilenas les resultaba casi imposible llegar a fin de mes con el ingreso mínimo de la época (ciento cuarenta mil pesos). Esto produjo una severa respuesta de los economistas. Nueve años después, en 2016, el mismo Goić apuntó a la necesidad de un “ingreso ético” de cuatrocientos mil pesos. El punto central del obispo, en ambos casos, era que el sueldo de un trabajador debía alcanzar para vivir dignamente, de lo contrario, seguirían graves consecuencias. En sus palabras, “[…] el problema de fondo en este país es cómo superamos esta codicia que existe y cómo somos capaces de comprender que, para que haya una sociedad tranquila, en paz y justa, tenemos que ser una sociedad más distributiva de los bienes”8. 

El Estado guardián, a esas alturas, no parecía ser capaz de responder a las expectativas y demandas expresadas en estas manifestaciones. El lenguaje político de la transición parecía, además, insuficiente para dar cuenta del desajuste entre estructura social y estructura institucional. Fue así como se llegó a la mayor crisis de la democracia chilena desde 1973 y se abrió la puerta a la redacción de una nueva constitución mediante el acuerdo político de noviembre de 2019. 

Dada la confusión pública de las nociones de Estado guardián liberal y Estado subsidiario en el debate público chileno, los términos tienden a ser usados como sinónimos tanto por los defensores como por los detractores del primero. Enfrentados al problema, el eslogan de muchos es “acabar con la subsidiariedad del Estado”. Desde Ricardo Lagos hasta Gabriel Boric, la subsidiariedad es presentada como el gran lastre de nuestro orden institucional; sin embargo, dicha imprecisión conlleva un alto costo: toda una tradición política queda excluida del debate constitucional. 


Y ese costo no es menor, pues, junto con las ácidas críticas en contra de la “subsidiariedad”, el aprecio por las comunidades, las asociaciones y los grupos de todo tipo ha ido en aumento. Es decir, se descarta la tradición institucional que pone mayor énfasis en las organizaciones intermedias —e intermediadoras— entre individuo y Estado justo en el momento en que son más valoradas dichas organizaciones por la opinión pública. 

Ahora bien, esta exclusión podría estar justificada incluso tomándonos en serio el significado del principio y no mezclándolo con el del Estado guardián liberal. Esto porque las críticas a la subsidiariedad no vienen hoy solo de quienes confunden ambos conceptos, sino también de aquellos que han estudiado el principio en su especificidad.

¿Sirve de algo hoy este concepto?

¿Qué es la subsidiariedad? El término remite a las nociones de “ayuda”, “auxilio” o “soporte”. Como concepto político, propone que las organizaciones llamadas “intermedias” (por encontrarse entre el individuo y el Estado) tengan prioridad respecto del poder central para organizarse y tomar decisiones en lo relativo a sus ámbitos específicos de operación. Al mismo tiempo —y de ahí viene lo de “ayuda”—, demanda de la autoridad política superior que sus intervenciones estén orientadas a habilitar a las organizaciones intermedias, y no a suplantarlas en sus funciones. 

Por último, y esto merece ser destacado, supone que quienes se encuentran mejor facultados para ayudar a quien está en problemas —ya sea una persona o una organización— son quienes se hallan más próximos existencialmente a él, es decir, otras personas u organizaciones que entiendan de cerca el problema. Por ello, realmente, la subsidiariedad implica solidaridad: comprende un deber de responsabilidad respecto de quienes comparten nuestra experiencia vital (lo que excede, por cierto, a los amigos y familiares). Sin esa apertura para ayudar a quienes podemos y sabremos ayudar, la subsidiariedad no tendría capacidad operativa, pues la responsabilidad de auxilio tendería simplemente a desplazarse hacia la autoridad central. Por ejemplo, si ya nadie quisiera ser voluntariamente bombero, el Estado tendría que organizar un servicio de bomberos contratados. 

En abstracto, entonces, la subsidiariedad apunta a una visión política donde el Estado está al servicio de las personas y sus asociaciones, y no al revés. También nos demanda responsabilidad individual y solidaridad en la vida en común. Esto suena bien, y se asocia con principios como la tolerancia, el pluralismo o la empatía, que son altamente valorados en la discusión actual. Sin embargo, más de cerca, aparecen los problemas: ¿cuáles son los “ámbitos específicos de operación” y de qué organizaciones intermedias? ¿Alguien los decide o son naturales? ¿Quién decide cuándo es necesario y en qué medida debe intervenir la autoridad superior? ¿Qué pasa cuando los intereses individuales entran en conflicto con los intereses de esos grupos? 

No hay respuestas claras ni obvias a estas preguntas. De hecho, las encíclicas Rerum Novarum y Quadragesimo Anno, consideradas los pilares de la versión moderna del principio, muestran divergencias importantes en esta materia: la segunda otorga al Estado un rol directivo, organizador y asignador de funciones mucho más vigoroso que la primera. Este problema suele intentar ser reconducido a la distinción entre subsidiariedad “negativa” y “positiva”, en que la primera se refiere al deber de no suplantación y la segunda al deber de socorro de la autoridad superior; sin embargo, tal distinción no contiene ningún criterio que permita dirimir sobre situaciones concretas. Por ello, desde una perspectiva liberal, Daniel Brieba ha concluido que el principio de subsidiariedad es útil, pero subsidiario a otros criterios rectores fijados por la comunidad política9. 

La ambigüedad generada por este vacío es el gran abismo que ha debido enfrentar la Unión Europea. Tras plantear a la subsidiariedad como una de sus vigas maestras, ha terminado siendo escenario de una batalla campal en relación a su interpretación: Holanda y el Reino Unido, por un lado, defendiendo una subsidiariedad restrictiva o “negativa”, y Francia y Alemania, por otro, apoyando una fuerte injerencia de la Unión en distintos ámbitos de la organización nacional en nombre de la subsidiariedad “positiva”10. 

El amplio y contradictorio rango de interpretaciones posibles del principio explica por qué ha sido acusado, al mismo tiempo, de ser un disolvente de la soberanía del Estado11, un recurso nacionalista, un “dispositivo neoliberal”12, una idea “estatofóbica”13, un “cliché político”14, un “principio cenicienta”15 e, incluso, un principio antipolítico y antidemocrático16. La ambigüedad del principio, quizás más manejable a nivel teórico, pareciera desbocarse en el plano de la aplicación. 

¿Vale la pena seguir discutiendo, entonces, sobre el principio de subsidiariedad? Mucha gente piensa que no, que resulta ocioso dada la aparente ambigüedad de su contenido, y que la teoría política moderna tiene mejores y más claras formas de decir las mismas cosas. La publicación en castellano de este libro de Chantal Delsol es un paso fundamental para afirmar la tesis contraria: que la subsidiariedad es una visión política vigente, robusta e importante. Y que si resulta difícil de comprender desde algunas tradiciones modernas es, justamente, porque desafía algunas de sus nociones estructurales. 

El valor de este libro

El Estado subsidiario, de Chantal Delsol, fue escrito en medio de las batallas por establecer la subsidiariedad como pilar estructural de la Unión Europea y es, por lejos, el libro más influyente hasta ahora publicado sobre el principio de subsidiariedad. Ningún autor contemporáneo que haya escrito sobre las raíces del principio ha omitido su referencia, ya sea directa o indirectamente. Incluso, en el mundo anglosajón este influjo es enorme gracias al artículo de Ken Endo17, quien, basado fuertemente en el trabajo de Delsol, opera como referente común respecto de la historia de la subsidiariedad en inglés. 

Así, su traducción al castellano resultaba una importante deuda pendiente, fundamental para poner a disposición de la opinión pública un punto de partida sólido desde el cual comenzar a conversar sobre el significado y utilidad del principio. Más todavía si consideramos que la autora se inscribe en un imaginario estatista sobre el Estado, el francés, que en nuestra tradición política compite fuertemente y de igual a igual con el angloamericano. De este modo, sus palabras no solo no suenan distantes, sino que extrañamente cercanas. 

En El Estado subsidiario el lector se encontrará con un trazado de la historia de la subsidiariedad que la remonta hasta la Grecia clásica y, en particular, al pensamiento de Aristóteles, para luego conectar con Tomás de Aquino y aterrizar en la teoría política de Altusio, que a su vez opera como una fértil fuente para distintas tradiciones modernas. La base común de toda esta corriente, de acuerdo a Delsol, es el sentimiento de libertad política que habría nacido en Grecia y que se habría luego mezclado y alimentado de distintas fuentes, incluyendo el derecho tribal germánico, para terminar reafirmando la idea de que la autoridad política está al servicio de las necesidades de la sociedad, y no la sociedad al servicio de dicha autoridad. Dicho de otro modo, que la autoridad política existe para ayudar a la sociedad a cumplir ciertas funciones que por sí misma no puede realizar, pero solo con ese específico fin. La política, así, es servicio, auxilio. No un proyecto de dominación de unos hombres sobre otros. 

El principio no es, entonces, una fórmula precisa respecto a cuánto Estado y cuánto mercado son necesarios para organizar de manera óptima la estructura social. Es un principio orientador y una disposición existencial. Una brújula que organiza y dirige la acción política en función del supuesto básico de que el poder político está subordinado a las carencias de las organizaciones sociales que lo hacen emerger para suplir sus necesidades específicas. 

En oposición a este principio, Delsol identifica las ideas absolutistas, pero también el Estado proveedor o “de bienestar” (cuyos distintos rostros los franceses conocen bien). Aquel titán de quien el ciudadano, en teoría, tiene derecho a esperarlo todo a cambio de su sumisión. El mismo tipo de Estado que en Chile hoy se viene promoviendo desde la izquierda como gran salida a los problemas del país. 

La gran disputa política de nuestra era, concluye Delsol, es justamente aquella entre un tipo de organización social en que los ciudadanos ven al Estado como una herramienta al servicio de sus organizaciones, familias y proyectos personales, y otro donde se le ve como una especie de padre proveedor al que hay que obedecer sin chistar a cambio de que cubra nuestras necesidades de la manera que le parezca más conveniente. 


Treinta años de preguntas

Ha corrido bastante agua por debajo del puente desde que El Estado subsidiario vio la luz por primera vez en 1992. Son casi treinta años de desarrollo de una larga discusión. Para comenzar, el sueño de la subsidiariedad en la Unión Europea, que entusiasmó a muchos —incluyendo a la autora— a comienzos de los noventa, hoy parece muy golpeado, luego de que el Reino Unido terminara abandonando la Unión, alegando una excesiva intervención del poder central de Bruselas en demasiados asuntos nacionales de todo nivel. Algo que la misma Delsol ha lamentado, apuntando sus dardos contra Jacques Delors, presidente de la Comisión Europea entre 1985 y 1995, a quien acusa de querer “subvertir el principio de subsidiariedad […] usar el nombre del principio, pero aplicándolo de modo jacobino y centralizador”18. Por otro lado, la autora ha seguido una prolífica carrera en la filosofía política, ganando perspectiva sobre varios de los asuntos abordados en su libro19. 

En cuanto a las críticas, la de mayor calado es genealógica. Tres otras tesis compiten hoy con la de Delsol. La primera, defendida por la teóloga Joan Lockwood, es que el principio tendría sus raíces en la patrística cristiana, especialmente en la obra de Agustín de Hipona, y que luego habría sido distorsionado por Tomás de Aquino al intentar conciliarlo con la filosofía política griega, dando origen a la ambigüedad presente del concepto20. La segunda, expuesta tanto por John Finnis21 como por Nicholas Aroney22, sostiene que la subsidiariedad no tendría un origen aristotélico, sino que sería una innovación de Aquino realizada sobre ciertas temáticas aristotélicas. La tercera, desarrollada tanto por Julien Barroche23 como por Arthur Joyeux24, es que el principio de subsidiariedad se originaría en los problemas que experimenta la Iglesia católica en el siglo XIX, operando en ese contexto como un dispositivo ad hoc —basado en la tradición legal germánica— para hacer las paces con los Estados nacionales. 

Esta discusión genealógica, aunque pueda parecer algo estéril o abstracta, tiene consecuencias al momento de buscar entender las distintas capas de sentido que compondrían el principio, y que lo inclinarían en un sentido u otro frente a distintos escenarios. No es lo mismo, por ejemplo, una subsidiariedad pensada principalmente desde las dos ciudadanías de Agustín que una con énfasis en la totalidad omniabarcante de la polis griega. Estamos, entonces, frente a una noticia en desarrollo. Un debate que sigue ganando participantes y perspectivas, y que le debe muchísimo a la obra que aquí se presenta. 

Sin embargo, a pesar de toda la riqueza y amplitud del debate generado, en líneas fundamentales, el punto central del libro de Delsol sigue firme donde ella lo dejó: es diferente pensar que la organización política se encuentra al servicio de las personas y sus organizaciones, a imaginar el orden político como un proyecto total —incluso si es un proyecto de “bienestar”— al que debemos obediencia a cambio de que nos provea de lo que necesitamos, según dicho proyecto lo determine. Lo que está en juego es la libertad humana y sus formas de realización: la diversidad personal e institucional, la pluralidad de puntos de vista, la posibilidad del despliegue de la persona en sus distintos roles y responsabilidades. 


La pregunta que Delsol nos pone por delante golpea asuntos fundamentales que tendremos que abordar sí o sí en lo que viene. De partida, nos obliga a pensar en el significado de la solidaridad: ¿es su forma ideal el auxilio de agencias burocráticas homogéneas y centralizadas? ¿Es real solidaridad pagar impuestos para deshacernos de responsabilidades que somos capaces de soportar, aunque con esfuerzo? Y, luego, preguntarnos si organizaciones como la Teletón, el Hogar de Cristo o Bomberos de Chile son un mero signo de un déficit no cubierto por el Estado, o bien, el reflejo de una cierta riqueza, de una cierta capacidad colectiva no absorbible ni reemplazable por el Estado que vale la pena cultivar, proteger y promover.

Este asunto, a su vez, se conecta con el peliagudo tema de la identidad, autonomía y libertad de las instituciones intermedias. ¿Deben tener derechos personales, como es el caso de la objeción de conciencia institucional, o solamente obligaciones, tales como la responsabilidad penal empresarial? ¿Es la identidad y la misión institucional un lastre antiliberal que debe ser borrado y homogeneizado, o la manifestación de la libertad de las personas para organizarse y perseguir fines en común a través de instituciones que las trasciendan? ¿Debe el Estado respetar y trabajar con esta diversidad sobre una base pluralista, o tiene que combatirla y tratar de neutralizarla, como propone el llamado “régimen de lo público”? ¿Qué costos estamos dispuestos a pagar por respetar la diversidad de formas de vida y concepciones de mundo? Estos son debates complejos, interesantes y difíciles. Imposibles de hacer a un lado con ademán altanero sin que vuelvan una y otra vez a tocar la puerta, especialmente en la sociedad cada vez más compleja y diversa en la que vivimos.

Finalizado este libro, entonces, uno puede tener muchas dudas y preguntas sobre la tradición subsidiaria, pero la convicción respecto a su importancia queda establecida de manera bastante sólida. Lo suficiente, en mi opinión, como para negarse rotundamente a excluirla del importante debate constitucional que Chile enfrentará durante los próximos años, bajo el pobre pretexto de confundirla con la tradición del Estado guardián liberal. 
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Para Constance 







Introducción

La historia política, económica y social de Europa en sus dos últimos siglos se encuentra atravesada por una pregunta fundamental: aquella sobre el rol del Estado. Los países europeos oscilan del liberalismo al socialismo, o al revés, en idas y vueltas que demuestran la incapacidad no de resolver —pues estas cosas nunca se resuelven—, pero al menos de dominar este importante asunto. La seducción hasta hace poco ejercida por el marxismo y el socialismo estatista en la opinión occidental se explica, en buena medida, por la convicción ampliamente compartida de que no existiría otra alternativa al liberalismo más que el estatismo. Y los defensores de la democracia pluralista se inquietan hoy al ver que el desarrollo de los derechos sociales1 engendra un dirigismo estatal que hace retroceder, inexorablemente, los derechos civiles y políticos2 que se buscaba concretizar. La expansión del Estado-benefactor hace pensar en un proceso fatal, que tiende cada vez más a negar la democracia misma. 

La idea de la subsidiariedad se inscribe dentro de esta inquietante problemática. Ella se presenta como una alternativa a la disyuntiva entre liberalismo clásico y socialismo centralizador, al pensar de manera distinta la temática político-social. La subsidiariedad legitima filosóficamente los derechos civiles y políticos, y vuelve a las fuentes de los supuestos “derechos sociales” que se han desviado de su justificación primaria. Pavimenta así un acuerdo viable entre la política social y un Estado descentralizado, y logra este paradójico ensamble a través de dos movimientos: abandonando el igualitarismo socialista en favor del compromiso con la dignidad; y abandonando el individualismo filosófico en favor de una sociedad estructurada y federada. 

La idea de subsidiariedad no encuentra mayor eco en el ciudadano moderno. Se le asocia a un principio de derecho administrativo y, por lo tanto, es relegada a los manuales técnicos. Más generalmente, es conocida por los especialistas y aficionados en la doctrina social de la Iglesia, que adquirió su forma actual en el siglo XIX, en un contexto sociológico y político que ya no es el nuestro. Respondía entonces a necesidades circunstanciales: de ahí su tono, aparentemente muy histórico. Sufre después avatares sin gloria, lo que contribuye, nuevamente, a encerrarla en el baúl del pensamiento antiguo, comúnmente entendido como el de los viejos errores. 

En este libro queremos mostrar que la subsidiariedad, mirada en retrospectiva, resulta una idea tan vigente como importante. Para empezar, porque está contenida en muchas políticas europeas actuales, en ocasiones nominalmente y, a veces, sin el conocimiento de sus actores. Los federalismos europeos la reclaman explícitamente. El Parlamento europeo, a través de los discursos de sus dirigentes, asegura que el principio de subsidiariedad será la piedra angular de la política europea del futuro. Y todas las tentativas comprometidas aquí o allá para hacer recular al Estado benefactor —descentralizaciones regionales, ampliación de la filantropía, participación de los ciudadanos en el área de la salud o de la educación— actúan en su nombre, incluso cuando no la nombran. Por lo demás, la subsidiariedad representa, más allá del principio enunciado primero por Ketteler y después por Pío XI, una idea política y social específicamente europea, que está en los orígenes de nuestra tradición. 

En latín, el concepto subsidium implica una reserva y, más concretamente, una tropa de reserva: una asignación en caso de necesidad. 

El auxilio cubre una carencia. No se ejerce sin ser invocado por una necesidad. Auxiliar no es prestar una ayuda superflua. Se auxilia a quien no tiene suficiente. Pero esto no significa reemplazarlo. Se saca del agua a quien se está ahogando, pero no se le carga una vez que se llega a la orilla.

La idea de subsidiariedad concierne al rol de la autoridad en general, y no solamente a la autoridad del Estado. Busca que ninguna autoridad en la sociedad sobrepase su esfera de competencias. Lo más difícil, puede decirse, es establecer esta esfera de competencias. Ella se encuentra delimitada por las competencias de las autoridades menores, no en su valor, sino en su extensión y potencia. Una autoridad, cualquiera que sea, no debe ejercerse más que para paliar la insuficiencia de una autoridad más pequeña. Al comprobarse tal insuficiencia, la autoridad mayor no solo tiene el derecho, sino el deber de intervenir. 

La subsidiariedad se aproxima así al término, más conocido, de suplencia sin ser idéntico. La autoridad suple las deficiencias de un actor. Se trata de suplir en el sentido de añadir, de completar, y no en el sentido de reemplazar (como en la expresión “suplencia de un ausente”). 

Se trata de una manera particular de concebir el rol de la autoridad en general y de la autoridad política en específico. Es un principio normativo. Indica lo que debe ser la autoridad, cuál es su razón de ser, a qué exigencia responde y qué fin persigue. Este asunto puede ser pensado de muchas otras formas, y la historia nos da innumerables ejemplos: se ha dicho que la autoridad tiene como función la de crear un orden a partir del caos, la de igualar, o la de concretar cualquier sistema abstracto. El hecho de conferirle un rol de suplencia conlleva una visión política y social específica. 

Contra diversas tradiciones políticas, la subsidiariedad propone la relegación de la autoridad a un rol secundario, pero específico. Subsidiario significa también secundario, pero no aleatorio. La autoridad no es una “reserva”, como aquella tropa de reserva que se espera no tener que utilizar. Es una suplencia que la sociedad siempre necesita, pero que necesita más o menos de acuerdo a sus carencias. Tres ideas complementarias se conjugan para expresar la idea de subsidiariedad. 

— La autoridad es secundaria: su necesidad surge solamente del llamado de otra instancia. No tiene finalidad en sí misma, y no existe para sí misma, sino que en función del desarrollo social. Por lo tanto, se trata de un medio. Pero es un medio necesario, no superfluo. No es secundaria en el sentido de prescindible. 

— La autoridad es supletoria porque su rol primario es paliar las insuficiencias de la sociedad, pero sin operar en su lugar en los dominios donde hay suficiencia. Su existencia está justificada por las carencias del orden social. 

— Finalmente, la autoridad juega un rol subsidiario en un sentido de auxilio positivo, que puede ir más allá de las insuficiencias estrictas. Esta función es la más difícil de justificar y ha sido, desde el siglo XIX, muy controversial. Efectivamente, la autoridad no solo “rellena los baches”, sino que busca posibilitar el despliegue del espíritu, entendiendo por esto la provisión de los medios de la felicidad humana más plena, que Aristóteles creía alcanzable solo en el contexto de la polis. Cabe preguntarse, en la trama de nuestra sociedad individualista, lo que significa hoy tal despliegue espiritual, que justificaría la intervención de la autoridad estatal más allá de la suplencia estricta. Con frecuencia tenemos la sensación de que no existe una felicidad distinta de aquella que uno mismo logra forjarse a nivel familiar o de pequeños grupos en los que participamos de manera voluntaria. Pero la felicidad señalada por Aristóteles aún resuena en la idea de bien común, entendida como esa alegría específica que experimentamos por vivir en una sociedad donde los más débiles no solamente son rescatados de la miseria, sino que son respetados; donde el patrimonio común es conservado y renovado; y donde la reputación del jefe de Estado en el extranjero es alta. En otras palabras, donde la autoridad se preocupa no solo de garantizar el bienestar de cada uno, sino de trabajar por la plenitud de la sociedad entendida como comunidad. 

Salta a la vista la contradicción entre la idea de suplencia y la de auxilio así entendidas. La primera reclama el máximo respeto posible por las libertades y apela al deber de no injerencia de la autoridad. La segunda, por el contrario, supone que la injerencia de la autoridad debe garantizar una suerte de unidad social y ayudar al florecimiento de lazos solidarios. La primera reivindica la diversidad reconocida a la vez como esencia y como norma; la segunda, una comunión vivida como finalidad, como proyecto. La primera se nutre de la justicia distributiva, la segunda de justicia social, autodestruyéndose entre las dos. El principio de subsidiariedad, sin embargo, reúne estas antítesis y las afirma conjuntamente. Es el lugar de una paradoja, que procesa de una manera específica y que solo existe porque esa paradoja existe. 

La comprensión de esta paradoja requiere la delimitación del dominio, del campo en el cual la subsidiariedad se quiere aplicar. Naturalmente, se trata del campo sociopolítico. Pero no de la política en un sentido institucional. No se trata de saber cómo el poder adquiere o conserva su legitimidad ni de discernir cuál grupo privilegiado puede, en derecho, atribuirse el poder u obtenerlo. Dicho de otra manera, la idea de subsidiariedad se sitúa por fuera de la cuestión del régimen político, y podría acomodarse en casi cualquiera de ellos, exceptuando los que la rechazan en principio. Ella hace a un lado el asunto de cuál es el mejor régimen, recurrente en nuestra historia desde Homero, y reflejado en discusiones como la de si el poder debería ser organizado de manera unitaria o pluralista. La querella entre monarquía, aristocracia y democracia, así como la solución sofisticada del régimen mixto, desarrollada desde Polibio hasta Bodino, no le interesan. 

El principio de subsidiariedad aborda el tema de otra manera. No se pregunta en dónde reside la legitimidad del poder ni cómo debe conformarse el gobierno, sino cuáles son las atribuciones del poder, hasta dónde llega su autoridad y cuál es su rol. Preguntas que, a su vez, conducen a reflexionar sobre por qué es necesario el poder, en virtud de qué y para qué fines. Lo esencial, desde este punto de vista, es pedirle al gobierno que cumpla con su papel de manera adecuada ante la sociedad, cualquiera que sea la forma de gobierno. Evidentemente, algunas de estas formas, como el despotismo o el totalitarismo, impiden que se plantee la pregunta por el rol del Estado, pues el Estado lo es todo. Pero no todos los regímenes suponen un rol fijo por parte del Estado. Una monarquía puede ser absoluta y dirigir hasta el más mínimo gesto de sus súbditos sin dejarlos pensar ni un momento. Sin embargo, también puede reinar sobre una sociedad constituida por autonomías diversas y utilizar su autoridad solo en los casos que se considere necesario. Una democracia, contra lo que comúnmente se piensa, no siempre permite que las iniciativas sociales se desplieguen libremente. Hay más democracias autocráticas de lo que se cree, y no basta con votar para ser libres, tal como mostró brillantemente Tocqueville. 

El campo de estudio y de aplicación de la subsidiariedad, entonces, será el de la distribución de competencias, pasando el asunto del régimen de gobierno a un segundo plano, al punto de ser considerado más bien como un problema de circunstancia y oportunidad. Hasta puede decirse que los teóricos de la subsidiariedad no solamente se sitúan por fuera de la cuestión institucional tradicional, sino que la excluyen en beneficio de otra prioridad. Desde el punto de vista del individuo o del grupo social, no tiene tanta importancia ser gobernado por un rey, por un presidente o por una asamblea de notables, en la medida en que sea posible conducir los propios asuntos como se prefiera, sin restricciones excesivas y recibiendo ayuda, de ser necesario, en nombre de la solidaridad patriótica. Para esto se requieren garantías políticas que afectan el rol y la función de los gobernantes, más allá de la forma en que sean elegidos. Así, la idea de subsidiariedad enuncia unas “instrucciones de uso” de las atribuciones de la autoridad en general y de la autoridad política en particular. 

La intuición primordial detrás de este modo de razonar es que el asunto del rol de la autoridad —y, por extensión, el de los actores sociales— sería la cuestión política principal y fundamental. 

Europa vive desde hace más de dos milenios —es decir, desde el inicio de su historia—, bajo una concepción de la política definida por Aristóteles: “el arte de gobernar hombres libres”. El gobierno y la libertad tienden a autodestruirse, y es por esto que la política es un arte que, comandado por la virtud de la prudencia, busca construir equilibrios y compromisos entre necesidades opuestas. Pero entender de esa definición solamente que el gobierno debe hacerse obedecer mediante la adhesión y no la coerción, o derivar de ella simplemente la libertad de participación, sería miope. Libertad también significa la capacidad de hacerse cargo de los propios asuntos, al menos cuando estos no le interesan a toda la sociedad. Desde esta perspectiva, la idea de subsidiariedad parece, ante la libertad de participación, defender lo que llamamos la libertad de autonomía. Y efectivamente se trata de eso, pero no únicamente de la libertad de autonomía en el sentido individualista moderno. La idea de subsidiariedad demandó a la autoridad suprema que no se inmiscuyera en la autonomía de los grupos sociales, en la época en que la sociedad se constituía a partir de grupos más que de individuos. Ella contiene, entonces, la historia de la libertad de autonomía, que no comienza con las teorías del contrato ni con las ideas revolucionarias, sino mucho tiempo antes. Y muestra, así, el grado en que dicha libertad se inscribe en la genealogía de nuestro pensamiento, retratando su evolución específica, desde la sociedad comunitaria a la sociedad civil moderna, desde la sociedad holista a la sociedad individualista, desde la sociedad cerrada a la sociedad abierta. 


Al mismo tiempo, al no plantear solamente el deber de no injerencia, sino también el de injerencia, la idea de subsidiariedad funde la libertad de autonomía en un orden de justicia social, lo que constituye su paradoja típica. La democracia —o más generalmente los poderes limitados o distribuidos que hemos inventado después de más de dos milenios— responde a la necesidad de armonizar la libertad política y un orden de seguridades mediante una síntesis institucional de equilibrio precario, pero deseable. El principio de subsidiariedad, por su parte, responde a la necesidad de hacer cohabitar la libertad de autonomía y el orden justo, reclamando una síntesis diferente, que altera las funciones conferidas al poder supremo y a los poderes en general. Ambas síntesis no son idénticas ni concuerdan necesariamente. Una democracia bien puede corresponder con un Estado-benefactor, como la historia nos muestra a diario. Y el Estado benefactor representa el principal adversario de la idea de subsidiariedad, tal como el Estado despótico es el principal adversario de la democracia. El Estado subsidiario persigue su objetivo —armonizar la libertad de autonomía y un orden social justo— mediante el mantenimiento y el desarrollo de una sociedad formada por autoridades plurales y diversas, oponiéndose, por tanto, al individualismo filosófico. El único medio para conciliar los dos valores de la paradoja consiste en la defensa de libertades desigualmente distribuidas, pero distribuidas todas lo máximo posible, y en la aceptación de que el orden justo sea sostenido por las libertades mismas, en la medida de lo posible, con la autoridad política como garante activo de aquello que estas no puedan conseguir. 

La certeza básica de los partidarios del principio subsidiario es que toda sociedad atomizada engendra un Estado benefactor cuando busca un orden justo. Uno no sabe cómo conservar simultáneamente la libertad, la justicia y el individualismo. Para acabar con esta aporía, es el individualismo el que debe ser cuestionado. No se trata de rechazar necesariamente todo el orden moderno, sino de promover una sociedad viva, al menos organizada, si ya no es, como antes, orgánica. Por esto la noción de subsidiariedad se aplica a las diversas autoridades que se subordinan y superponen, y no solamente al Estado. El Estado no representa sino una autoridad superlativa, cualitativamente diferente a las demás por estar investida de soberanía, sometida a los mismos deberes negativos que las otras, pero a un deber de socorro más grande, pues engloba todos los auxilios que no se logren cubrir. En términos históricos, la subsidiariedad es un principio de organización social que, por extensión, se convirtió en un principio de organización política. La extensión de esta idea refleja la primacía ontológica de la sociedad sobre el Estado, resumida por el antiguo adagio germánico: “El hombre es más viejo que el Estado”. Naturalmente, la realidad moderna hace que la idea de subsidiariedad se aplique hoy más al Estado que a las instancias sociales como tal. Pero ella no tiene cabida en un país dominado por la simple dicotomía entre individuo y Estado, donde el deseo de un orden justo instala el Estado benefactor, o bien, la indiferencia por la justicia del orden —si se piensa que la justicia social carece de fundamento, como Hayek— relega la noción de subsidiariedad a su definición negativa, de no injerencia, como defendieron los liberales del siglo XIX. 

El problema, así planteado, es político. Pero no se trata del asunto despotismo/poder compartido o limitado, sino de la problemática Estado liberal/Estado benefactor. Su sede es más social o económica que política en un sentido institucional. Es en medio del debate entre liberalismo económico y socialismo que se expresa, por primera vez, el principio subsidiario en su denominación actual, a mediados del siglo XIX. Y la Iglesia católica, que inventó el vocablo —pero no la idea—, lo utiliza en su búsqueda de un camino diferente a los dos discursos oficiales de la época, tal como lo hará el ordo-liberalismo alemán de comienzos del siglo XX. Hoy, dados los avatares de la palabra socialismo y su propensión prodigiosa a la metamorfosis, es necesario reconocer que este vocablo se hizo impropio para la utilización en una discusión teórica. El socialismo del siglo XX demostró su incapacidad para evocar un significado estable, puesto que todos los socialismos se diluyen inevitablemente tras un periodo corto de funambulismo, ya sea en el marxismo, o bien, en la economía de mercado. Luego de revocarse su primer significado como “estatización de los medios de producción y de intercambio”, el socialismo se convirtió en un producto inestable en el sentido químico del término. Obligado a integrar la economía de mercado para no defender los errores totalitarios, literalmente abandonó el terreno político para convertirse en una suerte de moral, pese a sus pretensiones por ocupar el terreno de las ideas propiamente políticas. En su forma moderna, tiende a identificarse con el Estado benefactor. 

La idea de subsidiariedad plantea una salida distinta al combate entre el Estado benefactor y el Estado liberal (entendiendo aquí el liberalismo económico en su sentido clásico). Ella escapa a los criterios de uno y otro, haciendo volar sus presupuestos ideológicos, los que expresaban bien los ordo-liberales al decir: “tanta privatización como sea posible, tanta nacionalización como sea necesaria”. La dialéctica entre lo posible y lo necesario, contenida en esta fórmula, nos recuerda la dificultad de conciliar la libertad deseada y el orden necesario —y poco querido— en el contexto democrático. Ella comprende la dificultad de conciliar la libertad de autonomía y el orden justo, que se muestra como deseable en un segundo grado. Los valores así propuestos no son racionales en un sentido ilustrado, sino fundados ontológicamente. El principio de subsidiariedad, incluso si se aplica concretamente sobre estructuras modernas como la federativa y entre naciones casi totalmente desprovistas de ideales religiosos, no puede negar sus raíces tomistas: la norma ética no es más que una prolongación del ser, y no un ideal abstracto a promover desde un esquema voluntarista. No se trata de buscar la concretización de un mejor ser como modelo —donde los hombres deben convertirse, o reconvertirse, en libres, o en iguales—, sino de gobernar hombres con cualidades. Es decir, dignos. Dignidad que incluye los otros valores relativizándolos de cierta manera. Así, los valores de libertad, de igualdad o de justicia no reciben un contenido determinado de una vez por todas, sino que se adaptan a una situación. Pasan a ser valores situados, que se coordinan teniendo en cuenta la mayor dignidad concreta posible en una sociedad determinada. 

El principio de subsidiariedad surge, en primer lugar, de la doctrina social de la Iglesia, que lo promueve y lo defiende desde hace un siglo. A finales del siglo XIX fue monseñor de Ketteler quien primero lo denominó, dándole Pío XI su forma actual en la encíclica Quadragesimo Anno, de 1931. Entonces, es tributario de una visión social proveniente, al mismo tiempo, del cristianismo y de la neoescolástica, y más adelante veremos qué tipo de contratiempos experimentó, así como las importantes transformaciones a las que se vio obligado. La idea no es, sin embargo, específica de una doctrina de obediencia religiosa. Ella se impone a la corriente solidarista y luego personalista, y se convierte en el pivote central del nuevo liberalismo alemán. Da forma a la sociedad alemana anterior y posterior al Tercer Reich, y el federalismo suizo la reconoce como idea fundadora de su organización sociopolítica. Después de la Segunda Guerra Mundial entra en las constituciones federales, dando lugar a intensos debates políticos, y aparece ahora de nuevo en el Parlamento europeo. Hoy se cree que la quiebra de los grandes sistemas de pensamiento, que privilegiaban un solo valor en detrimento de todos los demás, hace deseable y posible una filosofía social de adaptación y de realismo. Una política de la prudencia en el sentido griego —es decir, una política de la finitud—, que reemplace las políticas de la perfección. Todo valor privilegiado y racionalizado deviene, finalmente, en una óptica reductivista: los ideólogos arrepentidos se dan cuenta de esto. Y cuando estos últimos logran esquivar una actitud negativa respecto de todo valor —una suerte de pirronismo para evitar la perversión de los valores—, se encuentran sin saberlo con la idea aristotélica y tomista según la cual la norma no es otra cosa que la realización del ser. 

Los esfuerzos emprendidos para devolver su autonomía a los actores sociales en los países occidentales, después de largos periodos de socialización, no responden, en general, a un regreso del liberalismo clásico, sino a una voluntad de síntesis de valores divergentes, por fuera de los esquemas ideológicos postrevolucionarios. 

El Estado benefactor, sin embargo, se impone sobre todo en los países latinos, como un modelo heredado de las sistematizaciones antiguas. Y esto sucede por dos razones. La primera es la persistencia del valor de igualdad conjugado con el miedo persistente hacia los estragos de la libertad económica sin límites —los países occidentales vieron los estragos del liberalismo, pero no los del igualitarismo brutal—. La segunda es la realidad del individualismo sociológico, que naturalmente desarrolla el Estado benefactor. Después de la caída de los grandes sistemas, en el siglo siguiente, el debate político y social se organizará probablemente alrededor de la antítesis entre el Estado benefactor y el Estado subsidiario. 

Aunque haya nacido en el siglo XIX bajo su denominación actual, la idea de subsidiariedad se remonta a los orígenes del pensamiento político europeo. Encuentra su fundamentación simultáneamente en el espíritu griego, en la filosofía medieval cristiana y en la visión germánica de la sociedad. Desde Aristóteles, el poder toma su legitimidad de su rol de suplencia. Las sociedades antigua y medieval están articuladas y regidas por contratos, y ordenadas por distribuciones de competencias. Los actores sociales toman parte en la realización del interés público, porque se entienden como capaces de realizar ciertas tareas y de orientarse a ellas por el valor del proyecto en común. Cuando el Estado aparece, se le pide suplir las falencias y simbolizar las finalidades que corresponden a todos, sin meterse en las que son de cada uno. 

El principio de subsidiariedad es heredado de una filosofía de la acción libre —que no se identifica con la idea moderna de libertad—, de una filosofía de la persona y de un elogio tanto de la diversidad como de la cohesión social. Deja a un lado las ideologías modernas, las critica por sus excesos y profetiza su decadencia. En el siglo XX, integra los desarrollos contemporáneos de la libertad. Es una suerte de concepto consumado, enriquecido por la historia que resume: la de la pregunta por el rol del Estado. 





	1	El término jurídico droits-créances en español se conoce como ‘derechos sociales’. También se conoce como ‘derechos sociales, económicos y culturales’ o ‘derechos de segunda generación’. En ocasiones se utiliza el acrónimo DESC. En adelante se utilizará el término ‘derechos sociales’. [N. del T.]


	2	El término jurídico droits-libertés en español se conoce como ‘derechos civiles y políticos’. También se conoce como ‘derechos de primera generación’. En adelante se utilizará el término ‘derechos civiles y políticos’. [N. del T.]










I. La noción de insuficiencia en política

Tendemos a considerar la polis griega como opresiva, debido a la restricción de pensamiento que se ejercía en ella. El proceso de Sócrates, o el edificante capítulo sobre la educación en la Política, de Aristóteles, dejan entrever un poder contrario a la autonomía, incluso en el marco de una democracia creativa. Sin embargo, aunque la libertad del mundo antiguo no era como la nuestra, varios escritos políticos desmienten que el poder haya sido usado para algo distinto que paliar las insuficiencias de la sociedad. Esta noción de insuficiencia, así como sus consecuencias, es lo que concentrará nuestra atención en este capítulo. 

La sociedad descrita por Aristóteles se compone de grupos imbricados entre otros grupos, donde cada uno cumple tareas específicas y surte sus propias necesidades. La familia es capaz de proveer para sus necesidades cotidianas, mientras el pueblo suministra las necesidades de una vida cotidiana ampliada3. Pero solamente la polis, el órgano propiamente político, es capaz de lograr la autarquía, la suficiencia plena de todo, y esta característica lo define: la autosuficiencia, sinónimo de perfección. Tal definición implica que los grupos más pequeños no podrían vivir en autarquía, pues necesitan pertenecer a un grupo más vasto para cumplir con ciertas tareas. Así como “el individuo aisladamente es incapaz de ser suficiente para sí mismo”4, de igual forma ocurre con los grupos sociales. Hay, entonces, una ambivalencia entre el individuo y el grupo pequeño, ya que ambos son capaces e incapaces: capaces de sobrevivir en áreas correspondientes a sus actividades propias, pero incapaces de una suficiencia total. Esta ambivalencia es la que administra cada autoridad: la aldea agrupa familias para responder a sus insuficiencias, pero les confiere su área de capacidad. Igual es la relación entre la polis y las aldeas. El grupo familiar, el más limitado, se ocupa exclusivamente de las necesidades cotidianas5. La aldea, en tanto, “de las necesidades que no son puramente cotidianas”6. La polis, finalmente, apunta a otro objetivo: ya no al mero vivir, sino al buen vivir7. Ahí, las tareas de los diferentes grupos no se solapan: se superponen. Cada grupo trabaja para responder a necesidades insatisfechas de la esfera inmediatamente inferior en importancia. Pero Aristóteles no habla en términos de ausencia, de insuficiencia, sino en términos de despliegue y de perfeccionamiento. Ve la suplencia desde un lado positivo más que desde un lado negativo. La suplencia es para desplegar un ser, más que para llenar sus vacíos. Naturalmente, se trata de dos aspectos de la misma idea, como si se hablara del vaso medio vacío o medio lleno. Pero la manera de verlo tiene importancia. Para Aristóteles, la polis es un medio que le permite al hombre realizar sus fines, pero al mismo tiempo que opera como paliativo de las incapacidades, le abre al ser una nueva dimensión. Le ofrece más de lo que pide. O, más bien, responde magníficamente a una necesidad imprecisa y tentativa. La polis concreta esa necesidad al cumplirla: ella hace posible buscar la felicidad. 

La finalidad específica de la polis en Aristóteles se extiende más allá del simple objetivo de la suplencia. La asociación civil no es una asociación utilitaria, en el sentido de unirnos solo para obtener en conjunto lo que cada uno por separado no puede obtener, tal como seguridad o riqueza. No responde solamente a las incapacidades, sino que aporta un crecimiento del ser. No es un simple medio para el cumplimiento de cada fin particular, sino un espacio nuevo en el cual cada pequeña comunidad, así como cada individuo, puede perfeccionar su vida. Es decir, lograr una felicidad más grande8. No se trata solamente del sentido negativo de suplencia, sino también de su sentido positivo, de crecimiento cualitativo orientado hacia una plenitud. Encontramos en Aristóteles la paradoja de la libertad y de la incapacidad, y también la idea del bien común que sobrepasa la suma de bienes particulares. Una “vía perfecta” que solo la polis hace posible. 

Gobierno doméstico y gobierno político 

No es función del poder político, en este contexto, controlar a los individuos en cada detalle. Si lo hiciera sería acusado de despotismo. La palabra despótico no tiene en la Grecia antigua, y especialmente en Aristóteles, el mismo sentido vago que le conferimos hoy en el lenguaje cotidiano. Significa una forma específica de poder, que transpone el gobierno doméstico al gobierno político, lo que según Aristóteles es un error o una locura, al menos en Europa (precursor de una teoría diferencialista, se pregunta si los occidentales y los orientales son de naturaleza diferente, dado que los primeros reclaman siempre la libertad y los segundos parecen complacerse con la servidumbre). El gobierno doméstico cubre la gestión de un área económica, en la cual trabajan obreros y esclavos, y también el gobierno de una familia por su patriarca jefe. La particularidad del gobierno doméstico es que los gobernados son, por naturaleza o provisionalmente, inferiores al jefe: esclavos y mujeres, inferiores por naturaleza, aunque de diferente forma; niños hombres, provisionalmente inferiores hasta ser adultos. El jefe doméstico debe hacerse cargo por completo de los asuntos de sus subordinados, en su lugar y por su propio bien, porque ellos son incapaces de hacerlo por sí mismos, dada su naturaleza inferior. El esclavo por naturaleza —que Aristóteles distingue del esclavo por derecho positivo, o de guerra, lo que ya es una manera de poner en duda la esclavitud— no posee tanta razón como los otros hombres: tiene una razón incompleta, truncada. Es justamente esta insuficiencia lo que justifica el despotismo del amo: el esclavo será más feliz si el amo toma las decisiones en su lugar. El amo déspota de la casa justifica su poder total mediante la necesidad de administrar los asuntos de hombres totalmente incapaces: el poder doméstico absoluto se justifica por cierta idea de suplencia total. 

Si el poder político buscara dirigirlo todo, incluso la vida cotidiana de los ciudadanos —yendo mucho más allá de sus insuficiencias— los estaría tratando como esclavos, como seres incompletos, incapaces de hacerse cargo de sus propios asuntos. ¿Tendría sentido algo así? Esto depende de los pueblos. En lo que respecta a los occidentales, según Aristóteles, la respuesta es un no rotundo, puesto que son iguales y libres por naturaleza. Es decir, son capaces de labrar su destino según como lo entiendan. El poder político no tiene razón alguna para buscar conducirlos hacia el destino que a este le plazca. Por el contrario, su rol es simplemente ayudar a los ciudadanos a lograr sus metas, supliendo aquellos aspectos en los que no se bastan a sí mismos. 

Para Aristóteles, en definitiva, el rol del poder consiste en acompañar la acción social para desplegarla más allá de sus propios límites. En una sociedad de hombres libres, debe asumir las tareas que superan la capacidad de los individuos y de los grupos pequeños; en una sociedad de esclavos, debe administrar la totalidad de la vida de los sujetos cuya racionalidad es insuficiente. La diferencia entre la política, como “arte
































	

	

	

	

	

	

	

	

	

	

	

	

	

	

	

	

	

	

	

	

	

	

	

	






OEBPS/image/cover.jpg
EL ESTADO
SUBSIDIARIO

CHANTAL DELSOL

PROLOGO DE
PABLO ORTUZAR






OEBPS/image/cover1.jpg
EL ESTADO
SUBSIDIARIO

CHANTAL DELSOL

PROLOGO DE
PABLO ORTUZAR






OEBPS/image/p_.jpg
El Estado subsidiario
Injerencia y no injerencia del Estado:
El principio de la subsidiariedad

en las bases de la historia europea

Chantal Delsol

instituto
de estudios
de la sociedad





OEBPS/image/1.png
instituto
de estudios
de la sociedad





OEBPS/image/p_2.jpg
El Estado subsidiario
Injerencia y no injerencia del Estado:
El principio de la subsidiariedad

en las bases de la historia europea

Chantal Delsol
Traduccion de Diego Arango Lopez y Claudia Jordana Contreras
Prélogo de Pablo Orttzar Madrid

instituto
de estudios
de la sociedad





